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Señores miembros del jurado:  
Dando cumplimiento a las normas establecidas en el Reglamento de Grados y Títulos de la 
Universidad Cesar Vallejo  para optar el grado de Abogado, presento el trabajo de 
investigación denominado “El Interés Superior del Niño y el Delito de Omisión a la 
Asistencia familiar en el distrito judicial de Ventanilla”.  
La presente investigación está dividida en los siguientes capítulos: En el Capítulo I se expone 
la parte introductoria del trabajo; de la misma forma, en el Capítulo II se describe la parte 
metodológica el Capítulo III la descripción   de los resultados, el Capítulo IV, la discusión 
con relación al objeto de estudio, en el capítulo V las conclusiones, en el Capítulo VI las 
recomendaciones. Y por último se finaliza con las referencias bibliográficas.  
Señores miembros del jurado espero que esta investigación se ajuste a las exigencias 
establecidas por la Universidad y merezca su aprobación.  
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La presente investigación ha sido realizada con el objetivo de Identificar la relación que 
existe entre el Interés Superior del Niño con el Delito de Omisión a la Asistencia Familiar 
en el Distrito Judicial de  Ventanilla 2018. 
Para la realización de este trabajo, se utilizó un enfoque cualitativo, el diseño empleado fue 
el de teoría fundamentada,  asimismo se empleó el muestreo no probabilístico para las 
entrevistas. Asimismo ha sido importante la experiencia personal de los servidores del 
Estado que laboran en el Poder Judicial, complementado con la revisión de normas 
nacionales e internacionales sobre el Delito de Omisión a la asistencia Familiar y del 
Principio de Interés Superior del Niño. 
Como muestra se considerado a cuatro operadores de justicia un Magistrado y  tres 
Especialistas de la Corte Superior de Ventanilla, para poder obtener un resultado verídico. 
 Por último se concluye que es preciso tener en cuenta que el principio de interés superior 
del niño debe proteger los derechos fundamentales del menor ante los delitos de omisión a 
la asistencia familiar. 
















The present investigation has been carried out with the objective of Identifying the 
relationship that exists between the Superior Interest of the Child with the Crime of Omission 
to the Family Assistance in the Judicial District of Ventanilla 2018. 
To carry out this work, a qualitative approach was used, the design used was that of grounded 
theory, and non-probabilistic sampling was used for the interviews. Likewise, the personal 
experience of the State's servants who work in the Judicial Power has been important, 
complemented by the revision of national and international norms on the Offense of 
Omission to Family Assistance and the Principle of the Higher Interest of the Child. 
As a sample, four justice operators were considered a Magistrate and three Specialists of the 
Superior Court of Ventanilla, in order to obtain a true result. 
Finally, it is concluded that it is necessary to take into account that the principle of the best 
interests of the child must protect the fundamental rights of the child before the crimes of 
omission of family assistance. 



































En el Perú, la mayoría de jueces dictan sentencia con una pena suspendida en el delito 
de Omisión a la Asistencia Familiar, en donde se establecen reglas de conducta al 
imputado entre ellas que cumpla con el pago de los alimentos de su menor hijo, pero 
existen muchos padres irresponsables que  incumplen dicha orden dictada por el juez, 
razones por las cuales los magistrados deciden revocar las reglas de conducta y 
establecer una pena efectiva al Omitente, asimismo su posterior traslado al centro 
penitenciario, en donde este se verá impedido de generar ingresos económicos, 
entendiéndose que ya no se podrá garantizar el interés económico del menor agraviado, 
vulnerándose el principio de interés superior del niño 
Una vez que se traslada al Omisor al Centro Penitenciario el menor quien es la víctima 
de este proceso se encuentra en  desprotección por parte del Estado y de su progenitor 
que estando preso no podrá garantiza el interés económico del menor, asimismo no 
podrá satisfacer las necesidades de este, causando una afectación al bien jurídico que 
constituye derechos fundamentales del alimentista al ponerse en riesgo su propia 
subsistencia, salud y vida, ante ello vulnerándose el PISN. 
En la actualidad se tiene conocimiento que el delito de OAF equivale al 50% de la 
carga procesal, convirtiéndose en el delito más común hoy en día, según la abogada 
Monago menciona que hoy en día viene generando mayor carga procesal, lo cual se 
vuelve agobiante para el Ministerio Público y juzgados penales. 
Este tipo de delito, no solo está generando carga procesal a los operadores de justicia, 
sino también a los centros penitenciaros, ya que al revocarse las reglas de conducta al 
imputado y establecerse una pena privativa de libertad de carácter efectiva causa 
problemas en dicho centro que no cuentan con mayor capacidad para albergar más 
internos. 
 De este análisis general se desprende que se está  vulnerando un principio muy 
importante que se encuentra recogido en la Convención de Derechos del Niño en su 
artículo 3°, el cual menciona que el Estado en sus diversos órganos institucionales que 
lo representa en todo el territorio nacional y las Instituciones privadas de bienestar 
social, respecto a las espacios referentes a los menores de edad deberán asegurar el 
PISN, lo que muy poco se ve en la realidad del país. 
Por otro lado analizando la norma  sobre el delito materia de estudio, podemos ver que 




años” y como sabemos si la pena es menor a cuatro años se puede suspender como lo 
establece el Artículo 57º del mismo cuerpo normativo, solo en caso de muerte pena es 
de 3 a 6 años. 
Razón por la cual la presente investigación se enfoca en estudiar el daño que causa el 




La presente investigación se realiza frente a la necesidad de obtener mejores 
herramientas jurídicas  que contribuyan a mejorar el bienestar del menor y poder evitar 
la vulneración de sus derechos fundamentales, por la comisión del delito de OAF. 
En nuestro país las sentencias en el delito de OAF mayormente son impuestas con pena 
privativa de libertad suspendida y estableciéndose reglas de conducta al imputado, 
pero muchos padres actúan de manera irresponsable a pesar de que cuentan con 
capacidad económica actúan de manera dolosa, razones por la que el juez revoca las 
reglas de conducta e impone una pena efectiva, viéndose transgredido los derechos 
fundamentales del menor por parte del Estado y del Omitente, una vez que es derivado 
el imputado al penal, no podrá cumplir dicha obligación, vulnerándose los derechos 
del menor. 
El Estado tiene corresponsabilidad en este tema pues en vez de proteger el principio 
de interés superior del niño, también está dejando desprotegido al menor, en la 
aplicación de justicia respecto al delito de OAF. 
En el Código Penal en el artículo 59º inciso 3 nos dice que se puede revocar el régimen 
de prueba ante el incumpliendo de las reglas de conducta, siendo esto así lo único que 
quedaría es que el imputado cumpla una pena privativa de libertad con carácter 
efectiva. 
Trabajos Previos 
Tamayo (2003) precisa que “En los trabajos se debe tener en cuenta los conceptos de 




objetivo y así obtener el rumbo planteando en la investigación y poder orientarnos a 
conclusiones de estudio” (p.146).  
Antecedente internacional 
Patiño (2015) en su investigación “El delito de inasistencia alimentaria en el ámbito 
penal Colombiano” menciona que la Constitución de Colombia de 1991, consagra los 
derechos fundamentales del menor y del adolescente, asimismo la obligación 
alimentaria se encuentra regulado en el C.C. Art. 44, además la jurisprudencia de 
Colombia señala que la obligación alimentaria no solo es una prestación de carácter 
económico sino, especialmente de una manifestación de deber constitucional y que 
existe una libre determinación de construir una familia con el número de hijos que 
deseen tener, pero si existe un incumplimiento sobre la asistencia, esto se puede exigir 
por la vía civil y por cuanto el agente se sustrae de su obligación se considera punible. 
En su investigación señala que la conducta omisiva de los padres no solo vulnera 
derechos de interés jurídico protegidos por el legislador en la norma penal, sino que 
viola derechos fundamentales protegidos por la Constitución. Por ultimo considera que 
se debe evitar una sanción penal, en tanto que con una condena no podrá cubrir las 
necesidades del menor y sugiere que la Fiscalía debe emplear medida que detenga el 
trascurso del proceso o la aplicación de la pena con la condición de que el alimentante 
cumpla. Actualmente el delito de omisión a la asistencia alimentaria dejo de ser un 
delito querellado, por lo tanto ya no necesita conciliación judicial previa para el inicio 
del proceso penal. 
Moya (2006) en su investigación “Los fallos penales por inasistencia alimentaria: un 
desfase entre la ley y la realidad judicial”. Menciona que el delito de asistencia 
alimentaria es considerado entre el segundo y tercer delito más cometido en Colombia, 
señala que para tener responsabilidad penal por inasistencia alimentaria la condición 
primero es que se verifiquen todos los elementos de la obligación, especialmente la 
que tiene que ver con el débito. Asimismo para que exista débito tiene que cumplirse 
disposiciones y por ultimo concluye que es un delito muy difícil de estructuración, con 
exigencias típico- normativas complejas. En su análisis de fallos penales encontró que 
no existe coincidencia entre los fundamentos estructurales ordenados por el legislador 
y los emitidos por los operadores de judiciales que administran justicia al elevar 





Ponte (2017) en su tesis de magister “Omisión a la asistencia familiar y la prisión 
efectiva, distrito judicial del Callao, años 2012-2014, escuela de posgrado, 
Universidad Cesar Vallejo. Lima, Perú, 2017” establece el objetivo general de 
Analizar de qué manera la prisión efectiva es un mecanismo para alcanzar el 
cumplimiento de la pensión alimenticia en los delitos por la omisión a la asistencia 
familiar del distrito judicial del Callao, años 2012-2014. Para alcanzar estos objetivos 
emplea los conceptos propuestos por Campana, Salinas, San Martin, quienes hablan 
sobre el del delito de OAF, asimismo el autor empleo el método cualitativo y un diseño 
no experimental y entrevistas, finalmente concluyo en que la prisión efectiva no es la 
medida más acertada, salvo que se impongan trabajos forzados dentro de la 
penitenciaria y mediante ello el obligado cumpla con la pensión alimenticia a favor del 
menor alimentista. 
 Esta investigación, se puede apreciar que se está aplicando la sanción para los 
omitentes conforme a ley, pero el asunto es que con dicha medida también se ve 
afectados los derechos de menor, pues el imputado no podrá generar ingresos al 
encontrarse en un centro penitenciario, salvo que exista factores de ingreso dentro del 
penal que puedan contribuir con el interés económico del menor cosa que no ocurre en 
el Perú. 
Pineda (2017) en su tesis de magister “Omisión de asistencia familiar e 
incumplimiento del deber alimentario Tercer Juzgado Penal del Callao”, escuela de 
posgrado, Universidad Cesar Vallejo. Establece el objetivo general Determinar la 
relación entre la omisión a la asistencia familiar y  el incumplimiento del derecho 
alimentario en el Tercer Juzgado Penal del Callao 2016. Para alcanzar estos objetivos 
emplea los conceptos propuestos por Silvia y Negrón, Campana y Navarro quienes 
hablan de la asistencia familia y sobre el delito de OAF, asimismo el autor utilizo el 
método de investigación: método científico, con un diseño no experimental – 
transversal, finalmente concluyo que se determinó  que existe relación directa y 
significativa entre la OAF y el incumplimiento del derecho alimentario; la disfunción 
familiar; la insuficiencia económica en el Tercer Juzgado Penal del Callao 2016. 
 
Pérez (2017) en su tesis de magister “Poder punitivo estatal en el delito de Omisión a 




Liquidadora del Distrito Judicial de Huancavelica-2015”, escuela de posgrado, 
Universidad Nacional Hermilio Valdizan. Huancavelica, Perú, establece el objetivo 
general Determinar si nuestro marco penal, el delito de omisión a la asistencia familiar, 
estando a su actual interpretación jurídica, actividad jurisdiccional y aspectos socio-
políticos desnaturaliza la protección del interés superior del niño en lugar de contribuir 
en esta. Para alcanzar estos objetivos emplea los conceptos propuestos por Campana, 
Oré Chávez, Torres Gonzales,, quienes hablan sobre el del delito de OAF, asimismo 
el autor utilizo el método de investigación: exegético, sistemático y sociológico, con 
un diseño no experimental - transversal, finalmente concluyo que en la actualidad en 
el ámbito jurisdiccional peruano el tema de la OAF, viene desnaturalizando 
importantes derechos integrales relacionados con el PISN como: los derechos del 
desarrollo físico, moral espiritual y social, debido que la Sala Penal Liquidadora del 
Distrito Judicial de Huancavelica solo se basa en lo importante que es el cumplimiento 
de pago de pensión, considerándose únicamente como pago monetario, de este modo 
desplazando a un segundo plano los derechos fundamentales del desarrollo del menor. 
 
Monago (2015) en su tesis de licenciatura “Delito de incumplimiento de obligación 
alimentaria y la carga procesal en la segunda fiscalía provincial penal corporativa de 
Huánuco 2014 -2015, Facultad de derecho y ciencias políticas, Universidad de 
Huánuco. Huánuco, Perú, 2015” establece el objetivo general de demostrar que el 
delito de incumplimiento de la obligación alimentaria influye en el incremento de la 
carga procesal del segunda fiscalía provincial penal de Huánuco. Para alcanzar estos 
objetivos emplea los conceptos propuesto por el autor Loloy, Ruiz, salinas, quienes 
hablan del delito de Omisión a la Asistencia Familiar, asimismo el autor empleo el 
método cuantitativo y un diseño descriptivo – explicativo, finalmente concluyo que el 
ingreso de las nuevas denuncias del delito de omisión estarían afectando en la carga 
procesal. 
Asimismo refiere en su tesis que este delito actualmente viene generando diversos 
problemas procesales y penitenciarios debido a la carga procesal que existe hoy en día 
y que se vuelve agobiante para el personal. 
    Esta investigación no permite comprender que el delito de OAF, hoy en día tiene 
mayor presencia de las denuncias penales, lo cual genera una carga procesal tanto para 




irresponsabilidad, de los padres, generando que exista mayores denuncia de este delito, 
lo cual viene causando la demora de los procesos judiciales y por otra parte también 
afecta a los centros penitenciarios. 
 
Cornetero (2017) en su tesis de magister “Factores del delito de Omisión  a la  
asistencia familiar, en el distrito de Independencia, Lima Norte, año 2016”, escuela de 
posgrado, Universidad Cesar Vallejo. Establece el objetivo general Determinar cuáles 
son los factores de omisión a la asistencia familiar, en el distrito de Independencia, 
Lima Norte, año 2016. Para alcanzar estos objetivos emplea los conceptos propuestos 
por Bramont, Salinas y Hurtado sobre el delito de OAF, asimismo el autor utilizo el 
método de investigación: método sustantivo, con un diseño de estudios de casos, 
finalmente concluyo que la familia se encuentra en constantes cambios, el proceso 
permite la relación de padre e hijo y no es eficaz para restaurar una conducta, toda vez 
que en la misma sociedad se muestran factores que tratan de justificar el 
incumplimiento, también señala que una separación  formal o de hecho  permite que 
los padres tenga nuevos compromisos en donde estos factores generan un descuido en 
las necesidades del menor, en donde suponen que la responsabilidad de prestar 
alimentos le corresponde a la nueva pareja, generándose una  demanda judicial. 
 
Marta Ruiz, nos dice que en el sistema peruano es muy lento por las excesiva cargas 
laborales, y que antes que el recurrente denuncie el delito de omisión de asistencia 
familiar, primero debe acudir a la vial civil (Ruiz, 2008, p.1). 
Lo que nos quiere decir la autora Marta, es que primero se recurre a la vía civil, para 
poder obtener una sentencia de pensión de alimentos, lo que se logra a través de varias 
etapas procesales, ya cuando exista una sentencia en la vía civil y el obligado incumple 
dicha resolución recién ahí se puede recurrir a la vía penal. 
Uno de los grandes inconvenientes de nuestra sociedad y que concierne directamente 
a la administración de justicia, son los procesos jurisdiccionales penales por el delito 
de omisión a la asistencia familiar; siendo lo más agobiante, aquellos sentenciados que 
quieren burlar la prestación alimentaria a su cargo, comúnmente fingiendo y simulando 
tener otras obligaciones alimenticias, convergiendo voluntades criminales con otras 
personas, comúnmente allegados al obligado, con el propósito de no cumplir, pese de 




En los trabajos previos, que hemos abordado sobre el tema investigado, concuerdan en 
que el delito de OAF, viene generando un problema en la administración de justicia, 
al existir mayores denuncias, debido a la falta de responsabilidad de los obligados a 
prestar alimentos a sus menores hijos vulnerando el interés superior del niño y 
ocasionando una carga procesal para los operadores de justicia, asimismo causando un 
problema al INPE, respecto al albergue de los condenados por este delito. 
1.2.-Marco Teórico  
Antecedente Internacional 
Francia 
En el año 1913, en Francia se propuso la redacción de un texto respecto al delito de 
abandono de familia en cuanto a una pena punitiva si es que se generara un abandono 
al cónyuge, asimismo si los padres abandonaran a sus hijos legítimos menores de 18 
años. Lo que inspiro a la creación de la ley francesa del 7 de febrero de 1924. En la 
cual se estableció que era necesario que exista una pensión ordenada por un tribunal. 
Antecedente Nacional 
Fue en el gobierno del Presidente Manuel Prado, que nuestro Congreso de la República 
del Perú emite la Ley Nº 13906 un 24 de enero de 1962, denominada por lo común 
Ley de Abandono de Familia, la cual se sumó a nuestra legislación penal, 
posteriormente en el año 1991 nuestro código penal vigente acoge al Delito de OAF 
regulado en los artículos 149º y 150º de dicho cuerpo normativo, sin embargo fue con 
la dación del Decreto Legislativo Nº 768 del año 1993, que derogo la Ley Nº 13906. 
Marco Normativo 
A) Nacional 
A.1 Constitución Política del Perú 
 Artículo 2° 
Toda persona tiene derecho: 




C. No hay prisión por deudas. Este principio no limita el mandato judicial por 
incumplimiento alimentario 
 
 Artículo 4º 
La comunidad y el Estado protegen especialmente al niño, al adolescente, a la 
madre y al anciano en situación de abandono. También protegen a la familia y 
promueven el matrimonio. Reconocen a estos últimos como institutos naturales y 
fundamentales de la sociedad. 
 Artículo 6º 
La política nacional de población tiene como objetivo difundir y promover la 
paternidad y maternidad responsables. Reconoce el derecho de las familias y de 
las personas a decidir. En tal sentido, el Estado asegura los programas de 
educación y la información adecuada y el acceso a los medios, que no afecten la 
vida o la salud.  
Es deber y derecho de los padres alimentar, educar y dar seguridad a sus hijos. 
Los hijos tienen el deber de respetar y asistir a sus padres. 
 
 A.2 Código Civil. 
 Artículo 472 
Se entiende por alimentos lo que es indispensable para el sustento, habitación, 
vestido, educación, instrucción y capacitación para el trabajo, asistencia médica y 
psicológica y recreación, según la situación y posibilidades de la familia. También 
los gastos del embarazo de la madre desde la concepción hasta la etapa de 
postparto. 
 
 A.3 Código de los niños y adolescentes 
 Artículo 92º 
Se considera alimentos todo lo necesario para el sustento, habitación, vestido, 
educación, instrucción y capacitación para el trabajo, asistencia médica y 
psicológica y recreación del niño o del adolescente. También los gastos del 




 Artículo 93º 
Es obligación de los padres prestar alimentos a sus hijos. Por ausencia de los 
padres o desconocimiento de su paradero, presan alimentos en el orden siguiente: 
1. Los hermanos mayores de edad; 
2. Los abuelos, 
3. Los parientes colaterales hasta el tercer grado; y 
4. Otros responsables del niño o del adolescente. 
A.4 Código procesal civil 
 Si el obligado, luego de haber sido notificado para la ejecución de sentencia firme, 
no cumple con el pago de los alimentos, el Juez, a pedido de parte y previo 
requerimiento a la parte demandada bajo apercibimiento expreso, remitirá copia 
certificada de la liquidación de las pensiones devengadas y de las resoluciones 
respectivas al Fiscal Provincial Penal de Turno, a fin de que proceda con arreglo 
a sus atribuciones.   
 Dicho acto, sustituye el trámite de interposición de denuncia penal. 
 
A.5 Código penal 
 Artículo 149º 
El que omite cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una 
resolución judicial será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de 
tres años, o con prestación de servicio comunitario de veinte a cincuentidós 
jornadas, sin perjuicio de cumplir el mandato judicial.  
Si el agente ha simulado otra obligación de alimentos en connivencia con otra 
persona o renuncia o abandona maliciosamente su trabajo la pena será no menor 
de uno ni mayor de cuatro años.  
Si resulta lesión grave o muerte y éstas pudieron ser previstas, la pena será no 
menor de dos ni mayor de cuatro años en caso de lesión grave, y no menor de 








B.1 Convención americana de derechos humanos 
 Artículo 7º 
7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad 
judicial competente dictados por incumplimiento de deberes alimentarias. 
 
B.2 Declaración Americana de los Deberes y Derechos del Hombre 
 Capitulo II- Articulo XXX 
Toda persona tiene el deber de asistir, alimentar, educar y amparar a sus hijos 
menores de edad, y los hijos tienen el deber de honrar siempre a sus padres y el 
de asistirlos, alimentarlos y ampararlos cuando éstos lo necesiten.  
B.3 Declaración de los derechos del niño 
 Principio 4 
El niño debe gozar de los beneficios de la seguridad social. Tendrá derecho a 
crecer y desarrollarse en buena salud; con este fin deberán proporcionarse, tanto 
a él como a su madre, cuidados especiales, incluso atención prenatal y postnatal. 
El niño tendrá derecho a disfrutar de alimentación, vivienda, recreo y servicios 
médicos adecuados.  
El principio de interés superior del niño 
Es el principio esencial y de atención obligatoria en las etapas de niñez y adolescencia 
(Lopez.2013, p. 559). 
El autor, no quiere decir que este principio se encarga de proteger, velar y hacer 
cumplir todas las obligaciones que uno tiene. Para ello es necesario que en la etapa de 
niñez y adolescencia se brinde una atención durante el desarrollo del beneficiado. 
La definición la podemos encontrar en el artículo 3º de la Convención de los Derechos 
del Niño, de la cual hemos realizado un resumen de lo que quiere decir en su contenido 
normativo.  
1. El estado en sus diversos órganos institucionales que lo representa en todo el 
territorio nacional y las Instituciones privadas de bienestar social, respecto a las 




Asimismo precisa que se entiende por niño a todo ser humano menor de dieciocho 
años de edad. 
La Constitución Política del Perú en su artículo 4º nos quiere decir que la población 
y el Estado protegen especialmente al niño y al adolescente.  
 Lo que se entiende que la Carta Magna tiene la finalidad de brindar protección al 
niño y al adolescente, aplicando el Principio de Interés Superior del niño, asimismo 
en el artículo IX del Título Preliminar del Código de los Niños y Adolescente, nos 
dice que toda medida que adopte el Estado concerniente al niño se debe aplicar el 
interés superior del niño y del adolescente y el respeto a sus derechos. 
Asimismo, en el artículo I del Título Preliminar del código mencionado, se considera 
niño desde la concepción hasta cumplir doce años y adolescente desde los doce años 
hasta cumplir dieciocho años de edad, por lo que entendemos que las normales 
internacionales aluden al niño como sujeto de derecho a todo menor de dieciocho 
años, para nuestra legislación comprende tanto a los niños como a los adolescentes.  
En el Expediente N.° 06165-2005-HC/TC (Fundamento 14), en la que precisó la 
responsabilidad de la salvaguardia del principio del interés superior de los niños y 
adolescentes, asimismo refiere que la responsabilidad no solo es del Estado, sino que 
de toda la comunidad. 
Por lo que se concluye que la responsabilidad no solo es de las instituciones estatales 
y públicas, sino también a las instituciones particulares y a toda la comunidad, por lo 
que ante la casualidad de un problema de presunto interés del adulto sobre el niño 
debe prevalecer el del menor. 
El derecho de alimento 
Incluye todo lo indispensable para que el sostén del menor, una vivienda, traje y 
salud, todo ello según el nivel y condición social. (Cornejo, 1999, p. 568). 
El autor, nos dice que según el nivel o condición, se deberá proporcionar todo lo que 
es necesario para el sustento del menor ropa, habitación, gastos de salud todo ello 




Todo lo esencial y necesario para la supervivencia de una persona, como también 
para su formación integral, es decir tanto individual como socialmente. (Torres, 
2010, p. 18). 
Este autor nos quiere decir que alimentos es todo lo necesario para subsistencia del 
niño, las cosas que se requiere para su desarrollo integral. 
Se tiene muchas definiciones sobre esta institución, descriptivas y conceptuales, pero 
todas ellas apuntan a cubrir las necesidades que tiene el alimentista (Aguilar, 2008, 
p. 395). 
Los alimentos comprenden todo lo fundamental para la subsistencia, un hogar, 
vestimenta, recreación, derecho de salud y educación, asimismo los gastos de 
gestación de la madre y el parto (Salinas, 2010, p. 422). 
El autor nos quiere decir, que alimentos incluye todo lo primordial como por ejemplo 
gastos de alimentos, derecho de recreación, gastos de educación, gastos en atención 
médica, gastos en vestimenta, los gasto que se realizan en el periodo de gestación y 
también del parto. 
“El derecho que posee una persona, llamada acreedor alimentista, de reclamar a otra, 
nombrada deudor alimentario, de acuerdo con la necesidad del primero y la 
posibilidad del último, lo necesario para subsistir dignamente en virtud del 
parentesco (excepto los afines), del matrimonio, del concubinato y del divorcio en 
algunas legislaciones”( Treviño, 2017, p. 240). 
Lo que se entiende en esta definición es que existe una persona que se encuentra 
obligada en prestar alimentos en todo lo necesario al beneficiario para este pueda 
llevar una buena calidad de vida, esto quiere decir que la persona que tiene este 









“La obligación alimentaria es personal, intransferible, imprescriptible, 
incompensable, intransigible, recíproca y revisable y además es divisible” (Aguilar, 
2008, p. 404). 
Es la que atribuye servir o procurar alimentos en el sentido jurídico de todos los 
medios de subsistencia, no solo la fisiológica, suele ser legal que afecte a los parientes 
próximos en casos de incapacidad de lograr su sustento alguna persona, la obligación 
alimentaria no admite renuncia ni compensación ( Loloy, 2010, p.12). 
Según mi punto de vista, considero que la obligación es la responsabilidad que tiene 
el sujeto en prestar todo lo necesario para el bienestar del menor, dicha obligación se 
encuentra establecida en la ley. Asimismo existe resoluciones que ordena a sujeto a 
cumplir con los devengados. 
Omisión a la asistencia familiar 
Una definición de este delito lo podemos encontrar en el artículo 149 del Código 
Penal, al respecto de este delito es necesario que exista una sentencia judicial que 
ordene el cumplimiento de alimentos hacia la persona beneficiaria en la cual es 
necesario que el sujeto activo omita dicha orden judicial para que se configure este 
delito. 
La pena 
 “Su inicio se encuentra emparentado con la del propio ordenamiento punitivo y 
constituye, por la gravedad de su contenido, el medio de mayor severidad que puede 
utilizar el Estado para asegurar la convivencia de la sociedad” (Villavicencio, 2006, 
p.45). 
Desde mi punto de vista, considero que la pena es la máxima sanción  que utiliza el 







Pena privativa de libertad 
“La pena privativa de libertad puede ser temporal o de cadena perpetua. En el primer 
caso, tendrá una duración mínima de dos días y una máxima de treinta y cinco años” 
(Código Penal, 2014. Art. 29). 
En la norma señala el tiempo en la que puede durar una PPL, desde la pena mínima 
hasta la máxima, según el tipo de delito que cometa el sujeto activo. 
Pena suspendida 
En este tipo de pena suspendida el sujeto activo no es privado de la libertad 
ambulatoria, ya que el juez establece un plazo de prueba, bajos las reglas de conducta 
que debe cumplir el procesado, ante el incumpliendo la suspensión será revocada y 
se fijara una pena efectiva. 
Este tipo de pena se estable para los delitos que son menores a 4 años, razones por la 
cual los magistrados, establecen las reglas de conducta al imputado, asimismo este 
deberá cumplirlas sino el juez puede disponer la revocatoria de la pena suspendida y 
derivar al encausado a un centro penitenciario a cumplir su condena. 
Revocación de la pena 
 ” La suspensión será revocada si dentro del plazo de prueba, el agente es condenado 
por la comisión de un nuevo delito doloso cuya pena privativa de libertad sea superior 
a tres años; en cuyo caso se ejecutara la pena suspendida condicionalmente y la que 
corresponda por el segundo hecho punible” (Código Penal, 2014, art. 60). 
Dolo 
En el delito de OAF, no se admite la culpa, por lo que es esencialmente doloso ya 
que existe una resolución judicial que ordena el cumplimiento al sujeto activo lo que 
permite que este tenga conocimiento de la obligación  (Torres, 2010, p.40). 
En este tipo de delito es necesario la existencia de una resolución judicial en la que 
ordene el cumplimiento de las pensiones adeudas por el sujeto activo, en segundo 




conocimiento y actúa de manera dolosa, por lo que se admite la culpa en los delitos 
de OAF. 
Consumación 
La consumación para este delito se da cuando el imputado conoce la existencia de 
una resolución judicial que le ordena cumplir con la obligación  de prestar alimentos 
mensuales al menor, pero este omite en acatar tal orden (Antinori y Ulloa, 2016, 
p.56). 
Lo que nos quiere decir el autor, es que debe existir una resolución judicial, en cuyo 
contenido ordene al imputado cumplir  con su obligación, pero este teniendo 
conocimiento omite prestar la obligación y es ahí que se consuma el delito. 
Bien jurídico 
“Aun cuando se piense y se sostenga que el bien jurídico protegido es la familia como 
ente abstracto, nosotros diremos que no es este el bien jurídico tutelado por el 
dispositivo penal en comento, ya que de acuerdo a la tipicidad objetiva, el bien 
jurídico protegido son los deberes legales de tipo asistencial” (Campana, 2002, p.70) 
 
Sujeto activo 
Es la persona que tiene la obligación directa de cumplir con la asistencia de alimentos 
conforme lo determina una resolución judicial (Campana, 2003, p.254). 
 
Recae sobre la persona que tiene la obligación, este tipo penal solo puede ser 
cometido o perpetrado por aquellas personas que  tengan una obligación que ha sido 
impuesta por el juez a través de una sentencia civil por lo que se califica como un 
delito “especial propio” (Torres, 2010, p.68). 
 
Desde mi punto de vista, es toda persona que tiene la responsabilidad de cumplir con 







Sujeto pasivo  
Es el individuo que tiene derecho sobre el bien jurídico tutelado, puesto en riesgo o 
lesionado por el delito (Villavicencio, 2006, p.305) 
 
Es el ente que necesita de una pensión alimenticia emanada por resolución judicial, 
el alimentista puede ser el hijo o el conyugue. 
Es la persona que tiene el derecho de recibir, exigir una obligación alimentaria 
conforme lo ordenado en una resolución judicial. 
Tipo objetivo 
“El delito materia de estudio se plasma, se alinea o se consuma en el momento en 
que el obligado, alimentante o agente, dolosamente omite otorgar las prestaciones 
asistenciales que son medio indispensable para la subsistencia de la persona 
beneficiada o alimentista y que fuera asignada, previamente, mediante resolución 
judicial en materia civil” (Campana, 2003, p.255). 
 
Legislación Comparada - Código Penal 
Legislación colombiana 
Artículo 233. Inasistencia alimentaria.  El que se sustraiga sin justa causa a la 
prestación de alimentos legalmente debidos a sus ascendientes, descendientes, 
adoptante, adoptivo, cónyuge o compañero o compañera permanente, incurrirá en 
prisión de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) meses y multa de trece punto treinta 
y tres (13.33) a treinta (30) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
La pena será de prisión de treinta y dos (32) a setenta y dos (72) meses y multa de 
veinte (20) a treinta y siete punto cinco (37.5) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes cuando la inasistencia alimentaria se cometa contra un menor. 
Legislación de Guatemala 
El que se negare a cumplir una sentencia firme o de convenio que conste en 
documento público de 6 meses a 2 años, salvo que pruebe que no tiene posibilidades, 
asimismo no quedara eximido por el hecho que otra persona le hubiera prestado. 
Legislación argentina 
Ley N° 13.944 Ley sobre el incumplimiento de los deberes de Asistencia familiar, el 




se sustrajeren a prestar los medios indispensables para la subsistencia a un hijo menor 
de 18 años. 
Legislación española 
Artículo 227, que dispone: “1. El que dejare de pagar durante dos meses 
consecutivos o cuatro meses no consecutivos cualquier tipo de prestación económica 
a favor de su cónyuge o sus hijos, establecida en convenio judicial en los supuestos 
de separación legal, divorcio, declaración de nulidad, proceso de filiación, o proceso 
de alimentos a favor de sus hijos, será castigado con la pena de prisión de tres meses 
a un año o multa de seis meses a veinticuatro meses. 
Legislación francesa 
El artículo 227-3 del Código Penal, configura el delito de abandono de familia que 
consiste: en que una persona no cumpla un fallo judicial o un convenio judicialmente 
homologado que le imponga el pago a un hijo menor de edad, legitimo, natural o 
adoptivo de una pensión, contribución, subsidios o prestaciones de toda índole 
incurriendo en mora de dos meses sin pagar íntegramente esta obligación. Se castiga 
con pena de privación de libertad de tres meses a un año y con multa. 
Legislación Brasileña 
Artículo 244.- Dejar, sin justa causa, de proveer a la subsistencia del cónyuge, o de 
hijo menor de 18 (dieciocho) años o inapto para el trabajo, o de ascendente inválido 
o valetudinario, no proporcionándoles los recursos necesarios o careciendo al mismo 
tiempo pago de pensión alimenticia acordada, fijada o incrementada; dejar, sin justa 
causa, de socorrer descendente o ascendente, gravemente enfermo: 
Pena - detención, de 1 (a) a 4 (cuatro) años, y multa, de una a diez veces mayor el 
salario mínimo vigente en el país. 
Legislación Portuguesa 
Artículo 250º 
1 - Quien, estando legalmente obligado a prestar alimentos y en condiciones de 
hacerlo, no cumpla la obligación, poniendo en peligro la satisfacción, sin ayuda de 
terceros, de las necesidades fundamentales de quien a ellos tiene derecho, es 
castigado con pena de prisión hasta 2 años o con pena de multa hasta 240 días. 
2 - El procedimiento penal depende de queja. 
3 - Si la obligación se cumple, puede el tribunal dispensar de pena o declarar 





Art. 279 A. Omisión de la asistencia económica inherente a la patria potestad o la 
guarda.  
El que omitiere el cumplimiento de los deberes legales de asistencia económica 
inherentes a la patria potestad, o a la guarda judicialmente conferida, será castigado 
con pena de tres meses de prisión a dos años de penitenciaría. 
 Constituye agravante especial de este delito el empleo de estratagemas o pretextos 
para sustraerse al cumplimiento de los deberes de asistencia económica inherentes a 
la patria potestad. 
 Art. 279 B. Omisión de los deberes inherentes a la patria potestad.  
El que omitiere el cumplimiento de los deberes de asistencia inherentes a la patria 
potestad poniendo en peligro la salud moral o intelectual del hijo menor, será 
castigado con tres meses de prisión a cuatro años de penitenciaría. 
Legislación de Nicaragua 
Artículo 217º.-Incumplimiento de los deberes alimentarios  
Se impondrá pena de prisión de seis meses a dos años e inhabilitación especial por el 
mismo período para ejercer los derechos derivados de la relación padre, madre e 
hijos, guarda o tutela a: 
a) Quien estando obligado a prestar alimentos conforme la ley de la  materia, 
mediando resolución provisional o definitiva u obligación contractual, o mediante 
acuerdo ante cualquier organismo o institución, deliberadamente omita prestarlos;  
b) Quien estando obligado al cuidado o educación de otra persona,  incumpla o 
descuide tales deberes, de manera que ésta se encuentre en situación de abandono 
material o moral.  
La pena será de dos a tres años de prisión, cuando el autor a sabiendas de su 
obligación alimentaria se ponga en un estado en el cual le sea imposible cumplir con 
su deber alimentario o por haber empleado cualquier medio fraudulento para ocultar 
sus bienes, o haber renunciado o abandonado su trabajo con el fin de evadir su 
responsabilidad. 
También incurrirá en este delito, quien omita el deber alimentario por haber 
traspasado sus bienes a terceras personas en el plazo comprendido a doce meses 
anteriores al planteamiento del proceso judicial para el cobro del deber alimentario, 




dictado de la resolución estimatoria firme de la existencia del crédito alimentario o 
del deber de satisfacerlo. 
Quedará exenta de pena impuesta la persona que pague los alimentos debidos, 
garantice razonablemente el ulterior cumplimiento de sus obligaciones  o garantice 
convenientemente el cuidado y educación de la persona a su cargo. 
El empleador que no realice la retención de los montos del salario del deudor 
alimentario ordenada por el Juez u oculte información en relación con los salarios u 
otros aspectos de interés para el establecimiento del monto que debe atender para 
cumplir el deber alimentario, que haya sido solicitada por la autoridad jurisdiccional, 
será responsable por desobediencia a la autoridad. 
 Para los efectos de este artículo, se entenderá como deudores alimentarios también 
a los hijos en relación a sus padres, cuando estén obligados a prestar alimentos, así 
como los hermanos con respecto a su hermano incapaz. 
Legislación  de Paraguay 
Artículo 225.- Incumplimiento del deber legal alimentario  
 1º El que incumpliera un deber legal alimentario y con ello produjera el 
empeoramiento de las condiciones básicas de vida del titular, o lo hubiera producido 
de no haber cumplido otro con dicha prestación, será castigado con pena privativa de 
libertad de hasta dos años o con multa. 
 2º El que incumpliera un deber alimentario establecido en un convenio judicialmente 
aprobado o en una resolución judicial, será castigado con pena privativa de libertad 
de hasta cinco años o con multa. 
Legislación de Bolivia 
Artículo 248º. (Abandono de familia). El que sin justa causa no cumpliere las 
obligaciones de sustento, habitación, vestido, educación y asistencia inherente a la 
autoridad de los padres, tutela o condición de cónyuge o conviviente, o abandonare 
el domicilio familiar o se substrajere al cumplimiento de las indicadas obligaciones, 
será sancionado con reclusión de seis meses a dos años multa de cien a cuatrocientos 
días. 
En la misma pena incurrirá  el que no prestare asistencia o subviniere a las 
necesidades esenciales de sus ascendientes o descendientes, mayores incapacitados, 






En el presente trabajo, he utilizado cuadros estadístico sustraídos del boletín 
informativo del Ministerio Publico 2018, en donde se detalla los delitos registrados 
por la Fiscalía, de dicho informe estadístico presento los cuadros sobre delitos contra 
la familia que comprende los meses de enero, febrero, marzo y abril del presente año 
haciendo una comparación con los casos del 2017. 
 
En dicho cuadro correspondiente al mes de enero del 2018, se puede observar que el 
mayor número de casos sobre el delito de OAF registró un 89.16% y que el menor 
corresponde a matrimonios ilegales con 0.07%. También se puede apreciar que el 






Asimismo se puede apreciar que el gráfico Nº 37 que el delito de OAF  en el mes 
de enero fueron 4,823 casos a diferencia del año pasado que registró 3,454. 
 
 
En el periodo del mes de febrero  2018 el delito de OAF registro un 82.54%  a 






Se puede observar que en mes de febrero de 2018 el delito de Atentados contra la 
patria potestad, fue superior al delito de OAF, asimismo se puede apreciar que el 
delito de OAF en dicho periodo fue de 6,818 casos registrados menor  al mes de 
febrero 2017 que registro 7,291. (“Ministerio Publico”, 2018, p. 42) 
 
 
En el periodo de marzo del 2018 se puede apreciar que el delito de OAF fue de 




se observa que el número de casos de OAF supera a los demás delitos contra la 
familia. 
 
En el mes de marzo de 2018 se registraron 10,451 casos sobre el delito de OAF, 
siendo menor al de año pasado que fue de 10,798 sobre el delito materia de estudio. 






El delito de OAF fue el que registro mayores casos en las Fiscalías Provinciales y mixtas 
con un total de 85.87% correspondiente al mes de abril del 2018 a diferencia del año que 
fue 83.93%  en el mes de abril, cuyos resultados son parecidos. 
 
 
En el mes de abril del 2018 se registró un total de 16,446 casos sobre el delito de 
OAF, asimismo  se puede apreciar que el número de casos fue superior al del periodo 
abril 2017 que registro 14,993 casos. (“Ministerio Publico”, 2018, p. 41) 
 
1.3.-Formulación del problema 
Es una interrogación que envuelve interiormente problema teórico o practica a la cual 
se debe hallar una solución escogiendo el tema, se le someterá, pues a las preguntas 
(Ballianshe,s.f., p.08). 
En tal sentido, frente a la necesidad de una adecuada regulación, se plantea la 
siguiente problemática: 
Problema General 
¿Qué relación existe entre el Interés Superior del Niño con el Delito de Omisión a la 
Asistencia Familiar en el Distrito Judicial de Ventanilla 2018? 
Problemas Específicos  





b. ¿Cuál es la conexión que existe entre el Derecho a la Educación con el 
incumplimiento doloso? 
 
1.4.-Justificación del estudio 
En el delito de OAF, el omitente actúa de manera dolosa, causándole serios daños 
físicos y psicológicos al menor, razones por las cuales los Magistrado aplicando la 
ley, deriva al imputado al centro penitenciario, es aquí que el imputado transgrede el 
PISN, al no poder cumplir dicha obligación alimentaria, por lo que se busca que el 
legislador, otorgue mayor seguridad jurídica a los agraviados, a través de 
mecanismos que sean favorables al menor. 
Lo que se pretende con esta investigación es que el legislador pueda evitar la 
vulneración de los derechos del menor de edad, pues como se sabe  debe existir una 
resolución judicial y una omisión por el padre o madre que tiene la obligación de 
cumplir dicho mandato judicial, eso quiere decir que antes de la denuncia tiene que 
haber un proceso civil, en donde se emite la resolución que ordena el cumplimiento 
de los devengados. Sobre el tema de estudio no sería beneficioso para el niño que su 
progenitor este en prisión ya que no generaría ingresos por lo que en este trabajo 
busca que se establezca una modificación en el artículo 149º del Código Penal a 
través de trabajos comunitarios renumerados para que así el padre o la madre generen 
un ingreso que será en beneficio del menor. 
Justificación teórica 
La presente investigación contribuye a que podamos reflexionar sobre la 
corresponsabilidad que tiene el Estado frente al delito de OAF, al no poder evitar que 
se vulnere el principio de interés superior del niño. Con este estudio podemos reforzar 
las teorías existentes sobre la importancia que tiene este principio. 
Justificación metodológica  
Los resultados de este estudio serán validados presentando métodos y estrategias 
rigurosas para generar conocimiento valido y confiable. Con este estudio se propone 





En el presente informe de tesis se concentra específicamente en el estudio de 
Identificar la relación que existe entre el PISN con el Delito de OAF en el Distrito 
Judicial de Ventanilla materia de investigación, para poder obtener aportes en 
beneficio de los afectados. 
Relevancia 
La presente investigación tiene una gran importancia social, económica y jurídica ya 
que permite brindar una solución a la problemática en el delito de OAF para evitar 
que el Omitente siga actuando de manera dolosa y que el magistrado aplique 
correctamente el PISN, para lo cual es pertinente que el legislador establezca normas 
favorables al agraviado y evitar que se vulneren los derechos fundamentales del niño. 
Contribución 
Este trabajo puede contribuir a que el Poder Legislativo, de la iniciativa para que los 
procesados en este tipo de delito puedan realizar trabajos comunitarios remunerados 
para cubrir las necesidades del menor con dicho salario, en vez de optar por el 
internamiento del imputado, con ello se podría evitar la saturación de los centros 
penitenciaros. 
1.5.-Supuestos u objetivos de trabajo 
Objetivo 
Las investigaciones se enfocan en ayudar a resolver un problema en especial, por lo 
que se busca una forma de solucionar la dificultad, se busca un objetivo para probar 
una teoría o aportar evidencias para su propio beneficio (Hernández, Fernández y 
Baptista, 2010, p.36). 
Los objetivos se tienen que decir con luminosidad para evadir posibles desvíos en las 
etapas de investigación y deben ser aptos de alcanzarse, es decir, deben ser viables 
(Gómez. s.f., p. 22). 
Los objetivos son el eje para poder desarrollar una buena investigación pues nos 





Identificar la relación que existe entre el Interés Superior del Niño con el Delito de 
Omisión a la Asistencia Familiar en el Distrito Judicial de  Ventanilla 2018. 
Objetivos Específicos 
a. Determinar qué vínculo existe entre el Derecho a la Salud con la pena 
privativa de libertad efectiva en el Distrito Judicial de Ventanilla 2018. 
b. Hallar la conexión que existe entre el Derecho a la Educación con el 
incumplimiento doloso en el Distrito Judicial de Ventanilla 2018. 
Supuesto Jurídico 
La suposición es la argolla necesaria entre la teoría y la investigación que nos lleva a 
la revelación de nuevos hechos. (Behar, 2008, p.31). Con la hipótesis descubriremos 
las respuestas al problema de investigación. 
Supuesto Jurídico General 
En el interés superior del niño existe una relación indirecta con el delito de Omisión 
a la Asistencia Familiar. 
Supuestos Jurídicos Específicos  
a. En el Derecho a la Salud Consta un vínculo parcial con la pena privativa de 
libertad efectiva en el Delito de Omisión a la Asistencia Familiar. 
b. En el Derecho a la Educación coexiste una conexión parcial entre incumplimiento 



















La actual investigación tiene un enfoque de tipo cualitativo. Se entiende que “En el 
proceso cualitativo no es lineal, sino insistente o recurrente, las supuestas etapas en 
realidad son acciones para adentrarnos más en el problema de investigación y la tarea 
de recolectar y analizar datos es permanente” (Hernández, Fernández, Baptista, 2006, 
p.523). 
Sin embargo para realizar una investigación más completa se empleara técnicas de 
tipo cuantitativo como las entrevistas que nos ayuden a entender la problemática 
jurídica por lo cual es necesario el respaldo de este método para poder ofrecer un 
mejor entendimiento del fenómeno jurídico. 
Tipo de investigación 
El tipo de investigación que se realizará es básica ya que “parte de una teoría existente 
sin perder la ilación, tiene como finalidad en aportar nuevos conocimientos o mejorar 
las existentes, acrecentar conocimientos.” (Behar, 2008, p. 19).  
Asimismo, esta investigación será Descriptiva, ya que se detallara los hechos que 
vienen ocurriendo en la realidad y por ultimo será no experimental, ya que no se 
realizará manipulación de variables de estudio. 
La investigación “es descriptiva, pues no permitirá describir el fenómeno jurídico. 
Una definición sobre el diseño no experimental según, Hernández et al. (2014) “Las 
variables independientes ocurren y no es posible manipularlas, no se tiene control 
directo sobre dichas variables ni se puede influir en ellas, porque ya sucedieron, al 
igual que sus efectos” (p.152). 
 
2.1.-Diseño de investigación 
“La investigación es un conjunto de métodos sistemáticos, críticos y empíricos que 
se aplican al estudio de un fenómeno”. (Hernández, et al.2010, p. 4) 
 
El investigador debe de crear una forma práctica y precisa para que pueda responder 




un plan  o estrategia que te permitan reunir la información que deseas obtener en tu 
trabajo de campo (Gómez, 2006, p. 85) 
Diseño cualitativo 
“Una característica del concepto de diseño de la investigación cualitativa, son sus 
criterios orientadores de validez como son la credibilidad, transferibilidad, 
consistencia interna, fiabilidad y significancia” (Hernando y Zwerg.2012, p.99). 
Teoría fundamentada  
Teoría derivada de datos recopilados de manera sistemática y analizada por medio 
de un proceso de investigación.  En este método, la recolección de datos, el análisis 
y la teoría que surgirá de ellos guardan estrecha relación entre sí (Strauss y Corbin, 
2002, p. 21) 
 2.2.-Metodo de muestreo 
El método que voy a emplear en mi trabajo, será el muestreo no probabilístico, pues 
me permitirá seleccionar mis entrevistados en función  de accesibilidad y a criterio 
personal. Asimismo será por acceso fácil porque escogí  a los operadores de justicia 
que estaban a mi alcance para proceder a realizar mi trabajo de investigación. 
Población y muestra 
Para efectos de poder realizar la entrevista que permitirá la recolección de datos se 
tomara como población 8 Juzgados Penales de la Sede Licenciados- Ventanilla, de 
los cuales a través del muestreo no probabilístico, se ha seleccionado  una muestra 
de  4 operadores de jurisdiccionales pertenecientes a dicho centro mencionado. 
Dado que en el presente estudio se empleará la técnica de la entrevista el escenario 
de esta investigación es la Corte Superior de Justicia de Ventanilla, ubicada en la 
ciudad precitada, lugar donde se realizará la presente investigación a los 






Escenario de estudio 
Es la Corte Superior de Justicia de Ventanilla, creada el 23 de abril del 2014 mediante 
Resolución Administrativa Nº 128-2014-CE-PJ, que cuenta con competencia 
territorial en los Distrito de Ancón, Santa Rosa, Ventanilla y Mi Perú, de los cuales 
escogí la sede de Licenciados cuyo edificio es de 5 pisos, conformada por 4 juzgado 
unipersonales. 4 juzgados de investigación preparatoria y 2 salas penales en donde 
se procederá a realizar las entrevistas. 
Caracterización de sujetos 
Los sujetos que integran el escenario de estudio de la presente investigación son 
profesionales en Derecho Penal en actividad en el Poder Judicial de Ventanilla, con 
conocimiento en el tema que es materia de investigación,  dado a su experiencia nos 
brindaran un gran aporte. 
Tabla 1. Caracterización de sujetos 
 
Nombre y Apellidos 
Cargo Años de 
experiencia 
Profesión   Centro laboral 





























1 AÑO Abogada Corte Superior de 
Justicia de 
Ventanilla. 





Plan de análisis o trayectoria metodológica 
El método de la teoría fundamentada, es el apropiado para la presente investigación, 
porque va a permitir extraer la información para interpretar y analizar para un mejor 
entendimiento para la investigación. 
2.3.-Rigor científico 
En el rigor científico está dado por las reconstrucciones teóricas y se debe emplear 
los criterios de validez y confiabilidad. 
Es un criterio transversal en el proceso de un proyecto de investigación y permite 
valorar la aplicación escrupulosa y científica de los métodos de investigación, y de 
las técnicas de análisis para la elaboración y el procesamiento de datos ( Noreña, 
Alcaraz, Guillermo, Rebolledo, 2012, p. 265) 
2.4.-Análisis cualitativo de los datos 
En la presente investigación se analizará las entrevistas realizadas en el Poder 
Judicial del Perú sobre delito de OAF y un análisis documental. 
El método utilizado en este trabajo es el Inductivo. 
Se basa en producir enunciados generales a partir de la experiencia, iniciando con la 
observación de un fenómeno, y analizando frecuentemente fenómenos comparables, 
para establecer por inferencia leyes de carácter universal (Lafuente y Marín, 2008, 
p.6). 
Según Caballero, A. (2000) Sostiene que: (…) es aquella situación que va de los 
casos exclusivos a los más simples, es decir que de los datos individuales; por 
igualdad, se reduce y se llega a un enunciado particular, que describe y entiende a 
esos casos particulares (p. 108) 
En el avance de esta investigación se emplearán la técnica de validez, para ello es 
necesario emplear en esta investigación cualitativa un enfoque de contenido 





 Entrevistas: Consiste en formular preguntas a la persona que nos brindara su 
conocimiento por lo que es necesario una guía de preguntas para cada 
entrevistado. En tal sentido, mediante esta técnica se formularán preguntas a 
profesionales y especialistas en la materia, que con sus conocimientos, opiniones 
y criterios, permitirán reunir información necesaria para la comprobación de esta 
investigación. 
Asimismo se empleara la siguiente técnica para recolección de datos. 
 Análisis Documental: La presente técnica nos permitirá analizar los expedientes 
del Poder Judicial del Perú relacionados con el delito de OAF. 
Respecto al instrumento de recaudación de datos en la investigación se empleará 
el siguiente instrumento: 
 Guía de preguntas de entrevistas: Se elaborarán preguntas de manera abierta 
con el objeto de que el entrevistado responda con libertad respecto al tema. 
 Guía de fuente documental: Se ha recopilado expedientes sobre la materia de 
estudio. 
Validación y confiabilidad 
Tabla 2. La validación del instrumento ha estado a cargo de juicio de expertos 
Validador  Especialidad Nivel 
académico  
1 José Carlos, Gamarra Ramón Metodólogo  Magister 
2 Jorge, Rodríguez Figueroa  Metodólogo Magister 
3 Erick Daniel, Vildoso Cabrera Metodólogo Doctor 
4 Manuel Jorge, Ballesteros García Temático  Magister  
Fuente: Elaboración propia. 
Tratamiento de la información: unidad de análisis y categorización 
En este trabajo, en la primera parte se ha empleado las entrevistas que nos permite 





En la segunda parte se ha empleado el análisis documental de los expedientes 
respecto al tema materia de estudio. 
Tabla 3. Unidad de análisis 
UNIDAD DE ANALISIS CATEGORIA SUBCATEGORIAS  
EL DELITO DE OMISION A 
LA ASISTENCIA FAMILIAR 
Omisión  a la Asistencia 
Familiar: Es un delito 
que se encuentra 
plasmado en el código 
penal, que se consuma 
ante el incumplimiento 
de una sentencia 
judicial de alimentos 
proveniente de la vía 
civil. 
 
Pena Privativa de 
Libertad: Es una 
medida coercitiva o 
sanción que priva al 




judicial. Esta pena 
también puede ser 
suspendida a través 




Doloso: Es tener 
conocimiento de una 
resolución judicial 
que ordena su 
cumplimiento pero 
se omite la 
obligación. 
EL PRINCIPIO DE INTERES 
SUPERIOR DEL NIÑO 
Interés Superior del 
Niño: Es el principio 
que se encarga de 
Derecho a la Salud: 
Es un derecho 




amparar los derechos de 
los niños. 
 
humano que procura 
su bienestar. 
Derecho a la 
Educación: Es un 
derecho fundamental 
del ser humano que 
le permite adquirir 
conocimientos para 
su proyecto de vida. 
Fuente: Elaboración propia. 
2.5.-Aspectos éticos 
El ejercicio de la investigación  científica y el uso de conocimiento producido por la 
ciencia demandan conductas éticas en el investigador y en el maestro (Gonzales, 
2002, p.93) 
La información que se ha logrado obtener por parte de los entrevistados, fue 
autorizada por Presidencia de la Corte de Ventanilla, asimismo la información del 
presente trabajo es confiable, se ha seguido las pautas establecidas en el Manual Apa 
para evitar el plagio y puede ser verificada en cualquier momento. 
Si bien es cierto los expedientes se encuentran al alcance de todos, en esta 
investigación se tratara de evitar el uso de nombres de los implicados en el presente 
tema de investigación. 




















III. DESCRIPCION DE RESULTADO
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3.1.-  Análisis de entrevista 
En primer lugar tenemos el resultado de las guías de entrevista que fueron realizadas 
a los operadores de justicia del Poder Judicial del Distrito de Ventanilla, asimismo 
la descripción se realizara teniendo en cuenta los objetivos de la presente 
investigación. 












1. Según su opinión ¿Considera que la aplicación de la pena efectiva en el 
Delito de Omisión a la Asistencia Familiar vulnera el interés superior del 
niño? ¿Por qué? 
Velásquez (2018). Considera que se debe tener en  cuenta dos temas, el interés 
superior del niño que es un principio que protege los derechos del niño, que viene 
hacer alimentos, estudios, vivienda, todo lo que es inherente a una persona, porque 
el niño también es una persona, estos derechos deben ser garantizados por normas. 
Asimismo refiere que enviar al padre, otorgarle una pena  efectiva y privarle de su 
libertad cuando debería de estar laborando, no le va a permitir que este cumpla cada 
mes con el pago de alimentos, entonces que pasa ¿si vulnera o no vulnera? 
Objetivo General 
Identificar la relación que existe entre el Interés Superior del Niño con el Delito 
de Omisión a la Asistencia Familiar en el Distrito Judicial de Ventanilla 2018. 
Guía de entrevista para los operadores de justicia del Poder Judicial de 
Ventanilla. 
María Rosario Velásquez Oyola (Juez Superior) 
Cindy Diana Canchachi Ignacio (Especialista de Audiencia) 
Martin Antonio Vara Yucra (Especialista de Audiencia) 
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Velásquez afirmo que sí, porque si le enviamos a prisión y le privamos la libertad, 
no va a poder acceder a recursos económicos, no va a poder cumplir con la pensión, 
justo en ese tema,  señalo que la pena no soluciona todos los problemas ni es la 
solución para todos los problemas. 
Velásquez no comparte la idea de que estos casos sean penalizados, piensa que este 
tema de omisión a la asistencia familiar es un tema de responsabilidad y maternidad 
responsable, que debe ser vista, que debe ser analizado por el Ministerio de Salud, 
por el Ministerio de Educación, empresas de trabajo en cada distrito. 
Respeto al tema abordado alego que si los ministerios empezaran más a educar a 
los jóvenes a los papás en temas de responsabilidad y maternidad responsable, tal 
vez que ahí habría temas de prevención, donde ambos asuman que tener un niño no 
es que lo vas a tener. El mensaje tendría que ser que ese niño va a requerir para su 
formación, para su crecimiento, alimentos que comprenden el desayuno la vivienda, 
la educación, el deporte y una serie de derechos. Entonces ¿si vulnera o no vulnera 
el interés superior del niño? Entendido como el interés superior del niño que 
debemos al niño en todo lo que le favorezca y en este caso la alimentación resulta 
primordial, enviar al padre biológico a la prisión lo vamos a dejar un poco 
desamparado, porque la obligación va a recaer sobre la madre biológica y el Código 
Civil te dice 50%  de la mamá y 50% al papá. 
Canchachi (2018). Describe que acá en Ventanilla, los juzgamientos por el proceso 
de OAF. Se da por incumplimiento de las pensiones  y según su opinión no se 
vulnera el interés superior del niño, refiere que velan por el ISN, ya que si no se 
pone una sanción a este tipo de delito, la sanción y el incumplimiento se va a 
prolongar más y más. Asimismo la entrevistada refiere que en Ventanilla tienen 
personas que asumen una pensión de 300 soles, 250 soles, que es la comulgacion 
de todos, mayormente no se cumple eso, porque lastimosamente en el distrito de 
Ventanilla, es un distrito que carece pues de recursos humanos, casi todas las 
personas trabajan de forma independiente y por eso que no pueden cumplir con el 
pago, pero eso no cabe decir, de que nosotros como miembro del Estado, nosotros 
tenemos que velar los derechos del niño y por eso recurrimos. 
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Por último Canchahi señalo que  El fiscal formula la acusación para que se pueda 
hacer el cobro de esas pensiones. También se ha visto que de cada diez casos que 
están aquí en Ventanilla solamente dos o tres personas se han debido internar en un 
penal por ese tipo de delito. Para la entrevistada no se vulnera el interés superior 
del niño, pues velan para que se cumpla el interés del niño. 
Varas (2018). Primero, partamos que el Tribunal Constitucional ha establecido que 
las penas efectivas en un primer momento no son inconstitucional, están dentro de 
un Estado Constitucional democrático de derecho. En ese sentido sin bien en los 
delito de OAF la pena es no mayor de 3 años estaríamos dentro de una pena 
suspendida conforme lo establece el artículo 59º y 57º del Código Penal. 
Previamente a eso el juez analiza las carencias sociales, el grado de cultura, el 
oficio, si es reincidente o es habitual, sin embrago el juez también advierte 
concretamente en las praxis, si los devengados no pagados por el acusado es una 
cantidad exorbitante, pese a que el señor tiene una economía o unos ingresos que 
son sustentables, es por eso que el juez puede dar un mes, dos años de pena efectiva. 
Tienes que partir que el Código Penal al momento que establece las clases de pena, 
dice la pena privativa de libertad es a partir de dos días, inclusive el juez puede dar 
un año de pena efectiva, claro está  que por regla tiene que fundamentarlo 
adecuadamente Porque el Juez considera que le va a poner una pena efectiva no una 
suspendida es ahí que ya interviene el interés superior del niño, donde el Juez va a 
ponderar si el señor tiene una posibilidad de pagar, o pese que tiene una posibilidad 
de pagar no lo quiere hacer, tiene una conducta que no quiere acatar el mandato 
judicial, lamentablemente el juez toma esa decisión. Pero también hay medidas de 
embargo que se puede embargar las propiedades del señor para que se cumpla estos 
devengados. 
Pulache (2018). Refiere que la medida coercitiva de prisión privativa es una medida 
que debe ser aplicada en ultima ratio, y estando frente a un delito que no tiene 
peligrosidad o repercusión social que justifique la medida antes descrita, considera 
que dicha medida no debe ser aplicada para tal delito; más aún si al enviarlo a un 
penal, de alguna manera si perjudicaría al menor agraviado, ya que sus intereses se 
verán paralizados, debido a que el imputado no podrá asistirlo desde un 
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establecimiento penitenciario, por tal motivo considera que si vulnera el principio 
de interés superior del niño. 
2. Según su punto de vista ¿Considera que al imponerse una pena efectiva al 
imputado se garantiza el pago de los devengados? ¿Por qué? 
Velásquez (2018). Refiere que el delito de omisión a la asistencia familiar, ni 
siquiera debería verse en el área penal, que el área penal debería ser para temas 
graves, lavado de activos, narcotráfico, fraudes, delitos contra la administración de 
justicia, no comparte la idea de que este tema sea materia de derecho penal que lo 
vean los jueces civiles. 
La entrevistada Velásquez alega que en los expedientes civiles  de alimentos acaba 
el proceso de alimentos el juez notifica para que el padre de familia cumpla con la 
pensión devengada, pero también vez otra parte, que la parte agraviada no pide 
embargos, si la persona tiene un empleo, por ejemplo a veces ni se pide la retención 
de la remuneración del padre biológico o de la madre, entonces hay ocasiones en 
que uno ve que el proceso civil se quedó en el requerimiento, pero no se fue a las 
Medidas Cautelares, retención, embargo de terrenos, embargo de casas, entonces 
como aquí se le requirió el pago y no cumplió que hace el juez, la parte dice bueno 
no ha cumplido con el mandato de pago de los devengados, pase copias y vaya al 
Fiscal, para que el Fiscal inicie el proceso por Omisión a la Asistencia familiar, 
entonces abre un proceso penal en muchos casos sin haberse agotado 
completamente el proceso civil. Entonces si no paga terminamos enviando al 
investigado al penal, le aplicamos pena efectiva y volvemos al tema de que la 
prisión, este es un problema social, si el señor no supo asumir, la señora no supo 
asumir su deber de paternidad o maternidad responsable, en la prisión que le vamos 
a enseñar, simplemente le vamos a privar de la libertad pero acá en el fondo vemos 
que es un tema más de educación, nosotros recibimos educación y ya tenemos la 
idea de que tener un niño es una responsabilidad pero si acá falta en todos los 
distritos, falta el tema de educación, los niños nacen sin planificación y de repente 
las personas ven que no tiene ningún empleo, que son temas sociales, como que 
también hay gente que tiene dinero y no paga por diferentes motivos, pero son 
motivos que se tendría que evaluar, por ultimo señalo que es exagerado enviar a 
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prisión a una persona que debe estar trabajando para que cumpla cada mes con pagar 
el monto que le corresponde por alimentos. 
 
Canchachi (2018). Refiere que de cada diez caso solo dos o tres se han ido al penal 
porque lamentablemente son sumas excesivas de las acumulaciones de todas las 
pensiones que se han dado a lo largo del tiempo, que han dado más 15 mil soles 20 
mil soles y no han cumplido estando en la calle en el cual podrían trabajar para 
generar ingreso económico, ¿Tú crees que estando en el penal podrían de repente 
trabajar para cubrir? No al contrario, para nosotros lamentablemente mandarlo al 
penal ¿para qué? para que  no haga nada, solamente va  a trabajar y en lo poco que 
pueda trabajar va a tener algunos ingresos pero para que pueda subsistir en el penal 
pero no para pueda pagar la deuda,  por eso nosotros consideramos que si va al 
penal para que escarmiente ante el incumplimiento de una obligación, para que de 
repente el vea que por este tipo de irresponsabilidad  en donde ha venido a parar. 
Solamente por eso como un castigo, pero más no, para que nosotros tengamos la 
seguridad de que él pagar. Posiblemente y como se ha dado posiblemente  la familia 
de este reúna el dinero y traten de pagar la deuda pero no por él, lastimosamente 
acá la gran mayoría de hombres tiene 3 o 4 hijos con diferentes mujeres en el cual 
ellos dicen que tienen carga y de repente accede al cumplimiento de un hijo nada 
más, pero los demás que. Para mi yo no considero que estando en el penal pueda 
cumplir la sanción, al contrario sería nosotros mantenerlo con el pago de nuestro 
impuestos. 
 
Vara (2018). Refiere que no se garantiza, no podemos hablar con objetividad que 
si le pones una pena efectiva el imputado vaya a pagar o el sentenciado vaya a pagar 
los devengados. Sin embargo en la praxis te puedo dar fe que cuando se señala fecha 
para audiencia de revocatoria de una pena suspendida en la misma audiencia el 
sentenciado hace todo lo posible y viene ya con el cheque depositado. Depositan la 
mitad por ejemplo el imputado dejo de pagar 5 mil soles, justo cuando el fiscal 
presenta ya un requerimiento de la revocatoria de la pena suspendida, justo en esa 
audiencia viene el imputado y presenta un cheque de 2,500 soles. Es por eso que no 
te puedo hablar con una cifra cierta que efectivamente no se garantiza el pago con 
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una pena efectiva, pero si te puedo decir que hay imputado frente a esa agresión que 
si incumplen. 
 
Pulache (2018). Considero que no garantiza el pago de la liquidación de pensiones 
devengadas, ya que no es de desconocimiento que un interno tenga mejores 
posibilidades de trabajo, pues la vida de una persona que es enviada a un 
establecimiento penitenciario es  en vulneración de la libertad, un derecho 
fundamental que lleva anexo muchos derechos; tal como el derecho al trabajo, el 
cual se verá restringido y serán menos las posibilidades de conseguir dinero. 





3. ¿Cree usted que con la aplicación de la pena privativa de libertad efectiva 
puede afectar el derecho a la salud del menor? ¿Por qué? 
 
Velásquez (2018). El derecho a la salud, está comprendido no solamente es 
alimentos propiamente dicho,  alimentos no solamente es desayuno, almuerzo y 
cena. Alimentos comprende educación, salud vivienda. Si el padre no ha cumplido 
con incluirlo en un SIS o en un seguro, no se ha previsto y si se presentara una 
emergencia “x” cuando el padre está detenido, claro que va a afectar porque va a 
afectar esa pena efectiva porque la madre va a tener que resolver el problema sola, 
no va a contar con la ayuda y volviendo al tema del Código Civil dice: la 
responsabilidad 50% la madre y 50% el padre en cuanto a los alimentos, de acuerdo 
a las posibilidades de cada uno de ellos y si va a afectar el derecho a la salud es 
parte del derecho de alimentos. 
 
Canchachi (2018). Esto es relativamente, no podríamos afirmar porque muchas 
veces los niños no viven con los padres, entonces no podríamos quedar de repente 
algún daño de salud mental, porque muchas veces el niño no está con el papa, 
Objetivo específico 1 
Determinar qué vínculo existe entre el Derecho a la Salud con la pena privativa 
de libertad efectiva el Distrito Judicial de Ventanilla 2018 
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entonces no  tiene una figura paterna, mayormente los niños son criados al lado de 
la mamá y estas a veces tienen otras parejas. La verdad no considero que podría ser 
un daño a la salud del menor, porque en realidad no vive mayormente con los 
padres. Aunque nosotros acá en el Código del niño y adolescente extraemos que 
todo padre tiene la obligación de velar por el derecho del niño y cumplir con su 
responsabilidad. Los padres tienen obligaciones, responsabilidades y también 
sanciones. Y como se da en este caso las sanciones son al incumplimiento de las 
pensiones y nosotros si podemos decir que dependiendo la edad que tenga el niño 
¿Por qué? un niño de 1 año a 3 o 4 años no comprende bien que si el papa se va al 
penal o no se va al penal, pero uno que tiene 9 a 10 año ya para ellos si tiene un tipo 
de daño emocional, si bien es cierto que nuestro deber  es velar por los derechos del 
niño. 
Vara (2018). El derecho de salud, primero está comprendido en la Constitución 
Política del Perú que enmarca no solamente desde un punto de forma explícita, sino 
de una forma implícita que quiere decir que el derecho a la salud, educación, comida 
o sea todo en una forma implícita no explícita concretamente sino en una forma 
implícita. En ese sentido considero yo efectivamente ver el hijo a un padre preso, 
por no pasar alimentos en forma directa o indirectamente afecta a la salud del 
menor, esa salud puede ser un aspecto  psicológico en esa forma si te podría decir 
que si afecta pero de forma indirecta. En forma indirecta si afectaría como a todo 
niño inclusive ver a un padre que está preso, aunque no creas más aún si todavía de 
repente sus compañeros se enteran, aunque no crean dice que eso  influye de forma 
indirecta en esta sociedad. 
Pulache (2018). Considero que aplicar una pena efectiva a una persona por el delito 
de omisión a la asistencia familiar vulnera muchos derechos del alimentante ya que 
el menor no contara con recursos económicos, los mismos que son indispensables 
para su normal crecimiento; para ser asistido desde antes del parto (desde que es 
concebido), por lo que la madre debe llevar un control y ello implica salud y 
crecimiento normal, por tanto si afecta la libertad de quien debe asistirlo y ello 
implica menor oportunidad de trabajo; y en consecuencia el dejar de pasar 
alimentos, pues si afecta su salud. 
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4. ¿Qué acciones debería realizar la Defensoría del Niño y el Adolescente 
para evitar que el Derecho a la Salud del menor no sea vulnerado por el 
imputado? 
 
Velásquez (2018). Hay opciones de orientar a las madres en este caso de que se 
adopten una medida cautelar, de que se investigue que si tiene una moto, un 
negocio, una medida cautelar que garantice el pago primero desde el punto de vista 
jurídico, que se garantice el pago de esa pensión, tanto puede ser en el área civil 
como penal, yo veo que las medidas cautelares, los embargos, las retenciones  de 
las remuneraciones, el embrago del terreno que pueda tener, la casa que pueda tener, 
el auto que pueda tener, ni se toca se desconoce. 
 
Canchachi (2018). Considera que debería ser mucho más estricto ante el 
cumplimiento de las pensiones, Si bien es cierto hoy por hoy todo aquel padre que 
de repente no tenga trabajo y sea una ´persona independiente genera más que todo 
un ingreso diario de 30 a 40 soles diarios, para 3 o 4 hijos, entonces la gran mayoría 
de hombres a veces indica yo no tengo dinero, no sé de dónde voy a pagar, pues 
llévenme a un centro penitenciario y eso no es la salida. 
Yo creo que deberían poner algunas sanciones estrictas, no solamente penal, 
trabajos humanitarios. Por ejemplo en EE.UU velan mucho por el derecho de los 
niños eso debería acoplarse acá. Poner reglas más estrictas, en este caso se debe 
tener una pena efectiva pero con calidad que de repente haga un trabajo al bienestar 
del Estado y el Estado le pueda dar unos pagos que con eso pueda pagar los 
alimentos a su hijo. Por ejemplo, si bien es cierto en el penal hacen trabajos de 
repente manuales que le genera unos 10 o 20 soles para que pueda subsistir en el 
penal, si trabajan 2 0 3 horas y generan esos ingresos, porque no trabajar 8 horas 
o10 horas, trabajar en el campo y hacer algo que el Estado le pueda pagar y con eso 
pagar los devengados al niño. Sería algo poco estricto pero si con un cumplimiento. 
 
Vara (2018). El problema es que el funcionario o la persona encargada de esta 
materia no realizan un papel activo, es decir un papel pasivo no pone ímpetu en su 
trabajo, ahora para partir en esta defensoría que debería hacer. Siempre se trabaja 
con costo y beneficio, lo que se busca es gastar menos y buscar políticas que 
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resuelvan el problema. Costo es no invertir mucho pero optar políticas adecuadas 
para resolver ese problema. Entonces que debería hacer la defensoría del niño hacer 
un papel activo constantemente y salir a la calle a verificar y no esperar que las 
personas que tengan ese problema recurran a esas instituciones. 
 
Pulache (2018). Hacer campañas de concientización que tengan relación con 
planificación familiar; métodos anticonceptivos y otro. 





5. ¿De qué manera se ve lesionado el Derecho a la Educación ante el 
incumplimiento doloso? 
Velásquez (2018). Si, el Estado no imparte Educación gratuita para los niños, el 
incumplimiento Doloso impide que el niño cuente con recursos: cuadernos, libros, 
ropa de deporte, etc. 
Canchachi (2018). Afirma que se ve lesionado el derecho a la educación en todos 
los aspectos, porque si bien es cierto, aquellos padres, digo padres porque la 
responsabilidad es de ambos, tanto del papá y de mamá. Acá en Ventanilla son de 
poco conocimiento, son personas que no conocen por falta de cultura, por falta de 
información y piensan que el padre solo tiene el derecho de pasar la pensión, y no 
acá ambos tienen derecho el padre y la madre y si bien es cierto de repente la madre 
no trabaja, pero ya no vas a solicitar una pensión de 1000 a 1500 soles, porque es 
el 50% y 50%. A veces también hay un punto muy importante, que cuando dicen 
las pensiones de alimentos, que por ejemplo le den 500 soles, pero el padre aparte 
de los 500 soles, de repente lo lleva a recreacional, lo lleva a comprar ropa, al doctor 
y la mama a veces se acostumbra a eso y dice tu ganas 400 soles, pero aparte tienes 
que comprar la ropa. Y eso no es, porque las pensiones de alimentos es el conjunto 
de salud, vestimenta, estudio. La responsabilidad es de dos que se pueda ver 
Objetivo específico 2 
Hallar la conexión que existe entre el Derecho a la Educación con el 
incumplimiento doloso el Distrito judicial de Ventanilla 2018. 
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lesionado el derecho a la educación ante el incumplimiento doloso, yo creo que si 
porque a veces los padres los hacen conscientemente, porque saben que tienen un 
hijo y lo dejan pasar, ya su madre lo vera, entonces no se cumple, eso ya lo hace 
adrede, no lo hace de manera consciente de que tiene un niño y que tiene que velar. 
Vara (2018). El juez al momento de sentenciar hace una ponderación de bienes, la 
pena efectiva, un  mandato judicial con una pena efectiva sabe que con ello en una 
forma indirecta el sujeto no va a poder laborar y como no labora hay una afectación  
a su derecho de educación. Es decir  el menor no tiene un ingreso para que pueda 
solventar sus gastos tanto en colegios, vestimenta y todo o sea educación abarca 
todo, no solamente es estudiar es comida, aseo y todo eso. Si lesiona de forma 
indirecta, por cuanto siendo realistas muy pocas instituciones públicas tienen 
educación como deber ser que una particular, frente a ese incumplimiento la madre 
se ve impedida de poner a su hijo en un colegio acorde para que estudie en ese 
sentido si considero que si lesiona el derecho a la educación en forma indirecta. 
Pulache (2018). Todo parte desde el apoyo económico (deber de asistir a un 
menor), sino cumple un padre con su menor hijo, apoyándolo desde que nace; se 
verán afectados todos sus derechos salud, educación (no podrá acudir a una buena 
escuela). 
6. ¿Usted estaría de acuerdo que el artículo 149º del Código Penal se establezca 
la prestación de servicios comunitarios remunerados? ¿Por qué? 
Velásquez (2018). Sí, porque la prisión no es la solución para los problemas 
sociales que afronte el país. 
Canchachi (2018). Por supuesto, yo creo que si este artículo que no solamente se 
basa en la omisión a la asistencia familiar, que la acusación se está dando por el 
Ministerio Público, ahora recuerda cuantos tipos de delito de esta materia hay 
solamente en el distrito de Ventanilla y cuáles de todos esa cantidad de delitos la 
fiscalía desconoce. La fiscalía solamente formula su acusación ante de repente la 
alarma o solicitud de una de las partes, por ejemplo yo puedo tener un proceso de 
alimentos, yo no puedo cumplir y mientras la fiscalía no sepa eso va a pasar, pasar 
y de repente la otra parte va y pone conocimiento a la fiscalía y pone su denuncia y 
ahí recién la fiscalía presenta su acusación, recién ahí vamos a elevar a un juicio, 
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porque ya recuerda que ya hay un proceso de alimentos ante mano. Para que llegue 
a lo que es omisión del incumplimiento de las pensiones ante un juzgado 
unipersonal, es porque ya hay una demanda antes, ya hubo una sentencia y la 
sentencia se quedó con 300 soles mensuales y no se cumplió, paso 1 año, 2 años y 
3 años y la fiscalía recién toma conocimiento. Es ahí cuando recién presenta su 
acusación fiscal, entonces recién ahí es donde nosotros empezamos el juicio oral y 
ahí donde podemos ver el tema de llegar un acuerdo con la otra parte, porque así 
ante  una audiencia de un juzgamiento de omisión a la asistencia familiar, se da por 
ejemplo el acuerdo del ministerio público y de la otra parte siempre y cuando no 
haya actor civil. Porque en este caso podría incluirse un actor civil, el actor civil es 
la agraviada, la representante de la agraviada en este caso la mamá, quien 
supuestamente dice las pensiones deberán ser canceladas. Entonces yo creo, que si 
una de las sanciones debería ser los trabajos comunitarios a bienestar de nuestro 
país, a bienestar de nuestro distrito en la cual este genere ingresos para el menor. 
Vara (2018). El Código Penal establece la prestación de servicio comunitario, la 
pena privativa de libertad, la restrictiva  y la multa. 
O sea tú me estarías diciendo en una forma el señor ha cometido un acto doloso,  ha 
incumplido una conducta, como la pena es minina hay que ponerle  prestación de 
servicio comunitario. Pero sin embargo yo Estado lo condeno y encima lo voy a 
ubicar un trabajo para que pueda pagar. O sea yo Estado te sanciono por tu conducta 
y te impongo esa sanción pero te voy a buscar un trabajo en una entidad pública o 
privada para que tu trabajes y puedas pagar de repente o disminuir prudencialmente 
esa deuda de devengados que tienes. 
Entonces yo parto de ahí cual sería la señal que de Estado frente a una conducta 
dolosa del sujeto, en todo caso si tú partirías así yo te pondría una interrogante. 
Entonces todas las personas se enterarían de eso y querían comerte delito omisión  
a la asistencia, a bueno no pago un año, dos años porque yo sé que el Estado me va 
a condenar y encima me va a buscar trabajo y con eso voy a pagar a mi hijo. Eso 
también tiene su punto en contra, bueno considero que tu idea está bien, pero 
también tienes que analizar el punto que te estoy dando, pues porque todos van a 
querer cometer delito de omisión y  el juez lo sentencia y encima lo premia con un 
trabajo y va a ganar dinero. Es muy discutible la prestación de servicio comunitario, 
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todavía dice que no afecte el horario de su trabajo, o sea el señor está trabajando y 
va hacer su trabajo comunitario en el horario que no sea incompatible con su centro 
de trabajo. 
Pulache (2018). Claro que sí, porque muchas veces el acusado por el delito de 
omisión a la asistencia familiar, diga que por falta de trabajo no puede cumplir; y 
sería una buena alternativa a mi consideración, ya que no solamente el juzgado haría 
cumplir el objetivo de un proceso por omisión (cumplimiento de pago) sino 
monitorearía en cuanto a la ejecución de una sentencia impuesta. 
3.2.- Análisis documental. 
Sentencia del Tribunal Constitucional 
Expediente Nº5597-2008-PHC/TC de fecha 5 de mayo del 2009, el recurrente 
interpone demanda  alegando que se ha vulnerado su derecho al debido proceso, cuyo 
proceso trata sobre el delito de Omisión a la asistencia familiar en donde refiere que 
ha sido sentenciado a dos años de pena suspendida por el periodo de prueba de un 
año, asimismo señala que mediante una resolución se dispuso prorrogar el periodo 
de prueba de 6 meses cuando el periodo de prueba había fenecido y encima se le 
requiere en el plazo de 3 días el pago de las pensiones devengadas (s/.30.000), lo cual 
le resulta imposible de cumplir debido a que presenta una enfermedad. 
Posteriormente se le notifica una resolución que ordena la revocatoria de la 
suspensión de la pena. En este caso el tribunal en sus fundamentos considero que no 
se ha vulnerado sus derechos constitucionales, sino lo que busca el sentenciado es la 
revisión del fondo de una decisión judicial que ha adquirido la calidad de cosa 
juzgado, por ultimo concluye que este colegiado no puede tomar decisiones sobre la 
revocación de la suspensión de la pena ya que no está dentro de sus facultades 
establecidas por lo que desestima la demanda interpuesta por el recurrente. 
Expediente Nº 01584-2012-PHC/TC del 06 de Julio de 2012, en este caso el 
recurrente alego que se vulnero su derecho de libertad personal y sus derechos 
procesales, ya que en la audiencia no pudo asistir y muchos menos no conto con un 
abogado de oficio para que pueda contradecir en el juicio. Este tribunal señalo que 
no se ha vulnerado su derecho a la libertad personal ya que no es un derecho absoluto 
sino relativo y con respecto a que le impuso en primer lugar una pena suspendida de 
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2 años y seis meses con un periodo de prueba en el delito de omisión a la asistencia 
familiar este puede ser revocado en caso de incumplimiento conforme a ley. 
Analizando estos expedientes se puede ver que los sentenciados por este delito no 
podrán cumplir, con el pago de los devengados estando en un penal, ya que no podrán 
generar ingreso que aporten al bienestar del menor. 
Expediente 4604-2012 
En el expediente 4604-2012 de fecha 30 de julio de 2014, se condenó a William Pérez 
por el delito de omisión a la asistencia familiar imponiéndole una pena efectiva de 
un año. Posteriormente el acusado apelo la sentencia cumplió con efectuar el pago 
de los devengados y la sala penal velando por el PISN considero que no era necesario 
aplicar una pena efectiva ya que la finalidad de este proceso es el cumplimiento de 
la obligación alimentaria. 
Expediente 02989-2016 
En el expediente del 06 de junio del 2016, se condenó al imputado Héctor Alvarado 
a dos años y 6 meses de pena efectiva por incumplimiento de los devengados 
correspondientes del periodo 2009 al 2015, siendo un total de 5 años, asimismo el 
imputado tenía antecedentes por otro delito por lo que el juez determino en aplicar 
una pena efectiva para este caso. 
Asimismo se tiene el expediente 4257-2014 de fecha 13 de abril de 2016, en donde 
se condena al imputado por el delito de OAF a un año y seis meses de pena 
suspendida, en la cual se le establece reglas de conductas y se fija la orden de pago 
de los devengados. En este caso  los devengados ascendían a la suma de S/1 745.00 
soles y se demostró que el imputado realizo un parte de S/300.00 soles además de 
ello tiene otra carga familiar razones por la cual se dispuso aplicar una pena 
suspendida. 
Casación Nº 251-2012 
En la casación Nº 251- 2012, de fecha 26 de setiembre de 2013 Fortunato Moya fue 
condenado a tres años de pena privativa de libertad suspendida por el delito de OAF, 
pero como este no cumplió con el pago de las pensiones devengadas el Ministerio 
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Publico solicito la revocación de la pena, en donde el Magistrado declaro fundada la 
solicitud presentada por el Fiscal. Posteriormente el procesado presento un pedido de 
libertad anticipada ante el juez de investigación preparatoria, pues ya habría realizado 
el pago de las pensiones devengadas y la reparación civil, como su pedido fue 
rechazado, el ciudadano Moya presento una apelación en Segunda instancia en donde 
la Sala Penal declaro fundada el pedido de libertad anticipada, ya que el imputado 
había cumplido con el pago y en razón a eso la prisión preventiva habría 
desaparecido. Ante ello el Fiscal Superior interpuso un recurso de casación por 
supuesto excepcional de desarrollo de la doctrina jurisprudencial. En este caso el juez 
termino declarando fundada la resolución de primera instancia que declaro infundada 
la solicitud de libertad anticipada y ordeno la recaptura del sentenciado Faustino 
Ascencio Moya para que cumpla con su pena. 
Casación Nº 189-2011 
En la Casación Nº 189-2011 de fecha 16 de octubre del 2013, al sentenciado 
Gonzales Mejía por el delito de OAF, se le reservo el fallo condenatorio por el 
termino de 2 años, estableciéndose las reglas de conducta, ante dicho incumplimiento 
se revocó las reglas de conducta y se le impuso una PPL efectiva, disponiendo su 
internamiento al penal. Razón por la cual Gonzales presento su solicitud de libertad 
anticipada, adjuntando el pago total de la deuda, pero fue declarado no ha lugar y 
ante eso presento una apelación  y reformándola declaración fundado dicho pedido. 
Ante ello el Fiscal Superior presento un recurso de casación, por las causales 
referidas a la inobservancia de garantías constitucionales de carácter procesal o 
material e inobservancia de las normas legales de carácter procesal sancionadas con 
nulidad, así como la causal excepcional referida al desarrollo de doctrina 
jurisprudencial contra la resolución que declaro fundada el pedido de libertad 
anticipada, disponiendo su excarcelación. En la presente casación la señora Jueza 
Suprema Tello Gilardi refiere que si bien es cierto que nuestro Código Penal lo 
contempla como una figura permisiva a la recuperación de la libertad ambulatoria 
del encausado que ha sido privada de ella, en virtud de uso de una sentencia 
condenatoria firme, sin embargo la libertad anticipada presenta ausencia de 
regulación normativa, no se puede vulnerar el principio de legalidad, principio de 
reserva de ley, para ello se requiere regulación legal que desarrolle dicha institución 
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Para Velásquez y Pulache trabajadores del Poder Judicial de Ventanilla coinciden en 
su entrevista en afirmar que la pena efectiva para el delito de omisión a la asistencia 
familiar, no debería ser aplicada para este delito, ya que estando en la cárcel el padre 
no podrá garantizar los derechos del menor, asimismo coinciden en que se vulnera el 
interés superior del niño. 
Por otro lado Canchachi afirma que no se vulnera el interés superior del niño ya que 
en el poder judicial de ventanilla velan por el cumplimiento de este principio, pero 
sin embargo existen dos o tres  casos que por su incumplimiento han sido derivados 
al penal. 
Velásquez y Vara coinciden en afirma que  para este tipo de delito hay medidas de 
embargo que se pueden aplicar para que el imputado cumpla con los devengados. 
Velásquez  alega que este delito no debe ni siquiera verse en la vía penal, pues existen 
delitos más graves como lavado de activos, narcotráfico  y otros. Asimismo refiere 
que muchas veces se abre un proceso penal si haberse agotado por completo el 
proceso civil. 
Desde mi punto de vista no comparto la idea de Velásquez en lo que se refiere en que 
este delito ni siquiera debe tratarse en la vía pena, yo considero que si debería verse 
en la vía penal ya que es un delito de peligrosidad en cuanto se trata de los derechos 
de alimentos de un niño por lo que debe busca otra solución como por ejemplo el 
servicio comunitario remunerado. 
Objetivo General 
Identificar la relación que existe entre el Interés Superior del Niño con el Delito 
de Omisión a la Asistencia Familiar en el Distrito Judicial de Ventanilla 2018. 
Supuesto Jurídico General 
En el interés superior del niño existe una relación indirecta con el delito de 





Asimismo es importante realizar una comparación con el trabajo previo realizado 
respecto al tema abordado. 
Ponte (2017) en su tesis de magister “Omisión a la asistencia familiar y la prisión 
efectiva, distrito judicial del Callao, años 2012-2014, concluyo en que la prisión 
efectiva no es la medida más acertada, salvo que se impongan trabajos forzados 
dentro de la penitenciaria y mediante ello el obligado cumpla con la pensión 
alimenticia a favor del menor alimentista. Asimismo ha analizado que no se logra la 
disminución del delito de OAF con la aplicación de la pena efectiva, alega además 
que el incumplimiento de pago es un problema social y que no se valora el 
matrimonio lo cual crea nuevas familias y dificulta el pago de las pensiones. 
 El trabajo realizado por Ponte concuerda con las entrevistas realizadas a Velásquez 
y Pulache, quienes afirma que la prisión no garantiza el pago de los devengados, ya 
que en prisión el imputado no podrá garantizar el pago, salvo que dentro del penal 
pueda generar un ingreso en beneficio del menor. 
Desde mi punto de vista concuerdo con lo que afirman Ponce, Velásquez y Pulache, 
en razón que la aplicación de la pena efectiva no garantiza el pago de los devengados. 
Por ultimo del análisis documental del expediente 4604-2012, sobre el delito de OAF 
en el que fue procesado el imputado William Serafín, en la cual el Primer Juzgado 
Penal del Callao le impuso un año de PPL efectiva por incumplimiento de las 
pensiones devengadas, en la cual William presento una apelación que reformándola 
se dispuso una pena efectiva bajos reglas de conducta. Concuerdo el veredicto final 
que se aplicó el interés superior del niño, ya que la finalidad del proceso es el 








Objetivo específico 1 
Determinar qué vínculo existe entre el Derecho a la Salud con la pena privativa de 






Velásquez, Vara y Pulache afirman que el derecho a la salud se ve afectado con la 
pena privativa de libertad efectiva. Para Velásquez el derecho a la salud es parte del 
derecho de alimentos, alimentos no solamente es desayuno, almuerzo y cena. 
Alimentos comprende educación, salud vivienda. Si el padre no ha cumplido con 
incluirlo en un SIS o en un seguro, no se ha previsto y si se presentara una 
emergencia “x” cuando el padre está detenido,  claro que va afectar la aplicación de 
esa pena porque la responsabilidad va recaer sobre la madre. Por su parte el 
especialista judicial  Vara considera que el derecho a la salud se ve afectado de 
manera indirecta,  ya que el niño al ver preso a su padre psicológicamente sufriría 
una afectación. A ello, Pulache refiere que con la aplicación de una pena efectiva 
en el delito de OAF, afecta el interés económico del niño, ya que implica menor 
oportunidad de trabajo y en consecuencia el dejar de pasar alimentos, pues si afecta 
su salud. 
Canchachi opina lo contrario que los demás entrevistados considera que no se ve 
afectado el derecho a la salud, ya que los niños mayormente no tienen la figura 
paterna, asimismo señala que dependiendo la edad que tenga el niño ya un niño 
menor de 4 años no va entender bien si su padre va al penal, en cambio un niño de 
10 años puede tener un daño emocional. 
Desde mi punto de vista concuerdo con Velásquez, Vara y Pulache, en afirmar que 
el derecho a la salud se ve afectado con la aplicación de una PPL efectiva, en razón 
que estando preso el padre de una manera se verá afectado el derecho de alimentos 
del menor lo cual generara un daño a la salud del menor, al no poder contar los 
medios necesarios para una atención médica, los alimentos de primera necesidad y 
también se verá afectado psicológicamente. 
Asimismo teniendo en cuenta los trabajos previos Patiño (2015). “Considera que se 
debe evitar una sanción penal, en tanto que con una condena no podrá cubrir las 
necesidades del menor y sugiere que la Fiscalía debe emplear medida que detenga 
el trascurso del proceso o la aplicación de la pena con la condición de que el 
Supuesto Jurídico Especifico 1 
En el Derecho a la Salud Consta un vínculo parcial con la pena privativa de libertad 





alimentante cumpla. Estoy de acuerdo con el autor  porque estando en prisión el 










Velásquez, Canchachi, Vara y Pulache quienes son todos los entrevistados del 
Poder Judicial de Ventanilla afirma que el incumplimiento doloso del sujeto lesiona 
el derecho a la educación. 
Velásquez refiere que sí, el Estado no imparte Educación gratuita para los niños, el 
incumplimiento Doloso impide que el niño cuente con recursos: cuadernos, libros, 
ropa de deporte, etc. Asimismo considera que el derecho a la salud se ve lesionado 
de forma indirecta, ya que con la aplicación de una pena efectiva el sujeto no va a 
poder laborar y como no labora hay una afectación al derecho a la educación. 
Además si el menor no tiene un ingreso para que pueda solventar sus gastos tanto 
en colegios, vestimenta y todo o sea educación abarca todo, no solamente es 
estudiar es comida, aseo y todo eso.  
 La entrevistada Canchachi quien también concuerda con los demás,  afirma que se 
ve lesionado el derecho a la educación en todos los aspectos y que las pensiones de 
alimentos es el conjunto de salud, vestimenta, estudio. La responsabilidad es de dos 
que se pueda ver lesionado el derecho a la educación ante el incumplimiento doloso, 
yo creo que si porque a veces los padres los hacen conscientemente, porque saben 
que tienen un hijo y lo dejan pasar, ya su madre lo vera, entonces no se cumple, eso 
Objetivo específico 2 
Hallar la conexión que existe entre el Derecho a la Educación con el 
incumplimiento doloso el Distrito judicial de Ventanilla 2018. 
Supuesto Jurídico Especifico 2 
En el Derecho a la Educación coexiste una conexión parcial entre incumplimiento 






ya lo hace adrede, no lo hace de manera consciente de que tiene un niño y que tiene 
que velar. 
Por otro lado Velásquez, Canchachi y Pulache coinciden en que se debería 
establecer servicios comunitarios remunerados en el delito de omisión a la 
asistencia familiar, lo que permitiría un ingreso económico al padre para que con 
ese dinero pueda aportar en beneficio del menor. En cambio el entrevistado Vara 
está en desacuerdo alegando que dicha medida puede generar que se cometan 
muchos delitos de este tipo ya que los padres no pagarían los devengados y encima 





















La aplicación de una pena privativa de libertad  efectiva en el delito de omisión 
a la asistencia familiar,  no garantiza el pago de los devengados, esta medida 
solo vulnera derechos fundamentales y genera un gran daño para el menor, ya el 
padre o la madre estando encarcelado no podrá generar ingresos para su menor 
hijo, pues en prisión también el imputado necesitara algunos ingresos para su 
sustento, entonces se pondría en peligro el interés superior del niño. 
Segundo 
El derecho de salud es vulnerado de forma indirecta con la aplicación de la pena 
efectiva en el delito de omisión a la asistencia familiar, en razón que dicha 
medida afecta psicológicamente al niño al ver preso a su padre, asimismo ante 
el incumplimiento de las pensiones devengadas el menor no contara con los 
medios necesarios para atenderse en el SIS o seguro, no podrá cubrir los 
medicamentos recetados por el médico. 
Tercero 
 El incumplimiento doloso en el delito de omisión a la asistencia familiar, 
vulnera el derecho a la educación, en razón que la privación de libertad, vulnera 
el derecho de educación ya que el menor no podrá contar con útiles escolera, 




















Se recomienda que se realice una modificatoria  en el artículo 149º del Código 
Penal, en el cual se establezca servicios comunitarios remunerados, para los 
sentenciados por el delito de omisión a la asistencia familiar para que puedan 
realizar servicio comunitario remunerados y obtener ingresos que cubran las 
necesidades del menor y así velar por el interés superior del niño. 
 
Segundo 
Se recomienda que la Defensoría del Niño y Adolescente realice un papel más 
activo en la sociedad, a través de políticas sociales en la cual los jóvenes puedan 
participar, promover la paternidad y maternidad responsable en cada distrito. 
Asimismo se pide a los defensores  que acudan a las comunidades para que 
puedan conocer los problemas del ciudadano y no esperar que las personas 
acudan  a las instituciones en busca de ayuda. 
 
Tercero 
Se recomienda que en el delito de omisión a la asistencia familiar, se soliciten 
medidas de embargo que garanticen el pago de los devengados para evitar que 
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